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Fachadas, patologías estructu-
rales, ascensores, reformas de
cocinas o baños, medidas de
eficiencia energética... El
Ayuntamiento de Barcelona
destinará este año 46,6 millo-
nes de euros a ayudas a la re-
habilitación de viviendas. Una
partida que de nuevo crece
—aunquehabitualmente no se
agota—y que el consistorio de-
fiende en una triple vertiente:
mejora las condiciones del
parque de viviendas de la ciu-
dad, la vida de sus vecinos y
permite generar actividad eco-
nómica y empleo.

“Son las ayudas con lamira-
da más social y sostenible que
se habrán puesto nunca a dis-
posición de los ciudadanos”,
defienden la teniente de alcal-
de de Ecología, Urbanismo y
Movilidad, Janet Sanz; y el
concejal de Vivienda, Josep
Maria Montaner. Como el año
pasado, los criterios de conce-
sión de ayudas introducen ba-
remos sociales —costeando
hasta el 100% de las obras pa-
ra familias con rentas bajas—
y subvenciones para reformar
el interior de los pisos. Ade-
más, aumentan hasta los
20.000 euros las ayudas para
rehabilitar pisos que están va-
cíos con el objetivo de incorpo-
rarlos a la bolsa pública de al-
quiler.

Las subvenciones se po-
drán solicitar a partir del
próximo miércoles y tendrán
una dotación inicial de 12 mi-
llones. En global, de los 46mi-
llones, el consistorio aporta
26, la Generalitat, cinco, y el
resto son fondos no gastados
de otros años. En breve sal-
drán nuevas convocatorias de
ayudas para edificios vulnera-
bles y para los llamados ámbi-
tos de regeneración urbana.
En 2016 las ayudas beneficia-
ron a 12.337 familias de 760
edificios y supusieron una in-
versión privada de 72 millo-
nes y una aportación pública
de 25,4 millones.

Ahorro energético
Como novedad de la convoca-
toria de este año, cualquier re-
forma que quiera llevar a ca-
bo un propietario que reciba
ayudas tendrá que ir acompa-
ñada —aunque no fuera la in-
tención inicial— de obras para
mejorar el ahorro energético
de las viviendas.

Las actuaciones energéti-
cas en el interior de las vivien-
das tendrán ayudas de hasta
el 60% del coste y tienen un
tope de 60.000 euros. Y las
que busquen mejorar el com-
portamiento energético de las
fachadas tendrán una subven-
ción del 50%, también con un
tope de 60.000 euros. Las
obras para resolver patologías
estructurales o instalar ascen-
sores cubren el 50% del coste.
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La lucha de los Mossos es tratar
de investigar a los ladrones co-
mo grupos organizados, y no li-
mitarse a resolver cada robo por
separado. Eso choca en ocasio-
nes con reticencias en algunos
juzgados, ya de por sí saturados,
donde las causas complejas, con
teléfonos intervenidos y varias

personas investigadas, pueden
suponer el colapso, según fuen-
tes policiales. Pero es la única
forma, insisten desde los Mos-
sos, de que se logre la petición
de penas elevadas que conlleven
prisión preventiva y, en conse-
cuencia, la retirada por un tiem-
po de esas personas de las calles.

Desde Interior insisten en la

necesidad de una “respuesta pe-
nal más contundente”, en pala-
bras del consejero Jané, que ase-
guró durante la presentación
del balance delincuencial de
2016 que se han reunido con el
Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña y con la Fiscalía para
trasladarles el problema. Quie-
ren que se tenga en cuenta, ade-
más del daño patrimonial, el da-
ño a las personas que supone
que entren en su casa, que re-
vuelvan sus cajones, y que les
destrocen la puerta, además de
desvalijarlas. El año pasado se
denunciaron 74 robos con fuer-
za al día (26.942) en Cataluña
(2%menos que en 2015). En Bar-
celona, en cambio, han decreci-

do un 17% (5.481).
Algunas fuentes policiales du-

dan de la teoría de los vasos co-
municantes (si presionas en un
lugar, los ladrones se van a otro)
en el caso de los robos de domici-
lio. Y encuentran explicaciones
más sencillas: parte de esta nue-
va criminalidad organizada se
asienta en zonas como Badalo-
na, Sant Adrià, Santa Coloma… Y
salen a robar a lugares que les
quedan cerca, con urbanizacio-
nes con un nivel socioeconómi-
co alto y buenas carreteras cer-
ca para escapar, como puede ser
Sant Cugat y Alella. E incluso se
escapan a Girona, donde los ro-
bos de este tipo han crecido un
15% en toda la región (3.614).

La decisión del Ayuntamiento de
Barcelona de recurrir ante el Tri-
bunal Superior de Justicia de Ca-
taluña la anulación del contrato
de suministro de energía que han
logrado Endesa y Gas Natural es
el último capítulo de la
judicialización de la lucha contra
la pobreza energética. Todas las
iniciativas legislativas o los inten-
tos de multar a las suministrado-
ras que no se acogen a lo estipula-
do en la ley catalana creada para
proteger a los consumidores vul-
nerables —la ley
24/2015— han estado
o se encuentran en
manos de la justicia.

Las eléctricas
siempre han argu-
mentado que esa ley,
surgidadeuna Inicia-
tiva de Legislación
Popular (ILP), carece
de seguridad jurídi-
ca para su cumpli-
miento. Lo cierto es
que se trata de una
norma que choca
con el paradigma de
las leyes estatales so-
bre energía y gas y,
sobre todo, pretende
que las empresas pa-
guencon susmillona-
rios resultados la lu-
cha contra un mal
que, según expertos
de la Generalitat,
afecta a más de
325.000 hogares catalanes.

Si bien la ley sobre pobreza
energética finalmente no fue sus-
pendida por el Tribunal Constitu-
cional, las empresas sí han logra-
do frenar el protocolo con el que
Generalitat y Ayuntamiento la de-
sarrollaron. Endesa yGasNatural
no ven en dicho texto un regla-
mento acorde a ley. La decisión
judicial respecto a este punto se-
rá vital. También han logrado que
el Tribunal Catalán de Contratos
del Sector Público anule el pliego
del concurso de suministro con el
que el equipo de Ada Colau que-
ría obligarlas a firmar en caso de
hacerse con la licitación.

La tregua invernal. Justo antes
de laNavidadde 2013, laGenerali-
tat aprobó una reforma del Códi-
go de Consumo de Cataluña, que
garantizaba el suministro eléctri-
co entre noviembre y marzo a las
familias que certificaran su vulne-
rabilidad con un informe de los
Servicios Sociales. La deuda se
postergaba a la primavera y la for-

mapara pagarla se tenía que acor-
dar entre empresa y consumidor,
lo que limitó su efectividad y desa-
tó críticas por parte de las entida-
des sociales. El Gobierno de Ma-
riano Rajoy la recurrió en sep-
tiembre de 2014 por considerar
que la definición de cliente vulne-
rable es una potestad estatal y
que la tregua de pago repercutía
en todos los clientes. El Tribunal
Constitucional (TC) la suspendió.

El Fondo para las facturas. El
Gobierno catalán insistió con otra
reformadel Código deConsumoy
a finales de 2014 puso en marcha
el Fondo contra la Pobreza Ener-
gética para hacer frente a las fac-

turas impagadas de familias vul-
nerables. La idea del Ejecutivo ca-
talán era que las suministradoras
pusieranalmenos lamismacanti-
dad de dinero que aportaran las
Administraciones, pero esos re-
cursos nunca llegaron. Solo se eje-
cutó el 22% de este fondo y la Ge-
neralitat aceptó que el sistema no
funcionaba. En octubre de 2015,
una vez el Gobierno central recu-
rre ante el TC lamodificación rea-
lizada por el Ejecutivo catalán, el
mecanismo queda suspendido.

La ley vigente. En el verano de
2015, el Parlament aprobó la ILP
que dio vida a la ley contra la po-
breza energética. ElGobierno cen-
tral intentó recurrirla pero undic-
tamen del Consejo de Estado des-
estimó esa vía. Según el informe,
a diferencia de los otros dos inten-
tos legislativos, la nueva ley solo
daba “directrices de actuación” y
no fijaba obligaciones a las empre-
sas suministradoras en tanto te-
nían que poner dinero para pagar
la factura de la pobreza energéti-

ca. La firma de acuerdos a los que
hace referencia la ley 24/2015
son, en esencia, de carácter volun-
tario entre las partes.

Protocolos. Tras aprobar la ley
contra la pobreza energética, la
Generalitat publicó en la web de
la Agencia de Consumo un proto-
colo con su desarrollo. Unesa, la
patronal eléctrica, recurrió en no-
viembre del año pasado, por con-
siderar que sobrepasaba el ámbi-
to de la ley catalana. Un juzgado
de Barcelona no aceptó la peti-

ción de suspensión
cautelar. Otro sí acep-
tó unapetición poste-
rior de Endesa. Así,
haydos decisiones ju-
diciales contradicto-
rias. Las suministra-
doras no le ven peso
legal al protocolo ypi-
denunoque seaapro-
bado por el Ejecutivo
catalán y publicado
en los diarios oficia-
les. La defensa de
Gas Natural en el ca-
so de lamujer falleci-
da enReus por un in-
cendio cuando tenía
el servicio cortado y
que los Servicios So-
ciales no tenía en sus
listados como vulne-
rable, sebasa precisa-
mente en la falta de
un reglamento que
dé seguridad jurídi-

ca. La decisión del juez en estos
dos recursos es clave porque su
interpretación de la extensión de
la norma configura el resto de ca-
sos pendientes.

Multas. La ley 24/2015 establece
la posibilidad de multar a las em-
presas que corten a familias vul-
nerables.Ningunade estas sancio-
nes han sido cobradas y las em-
presas han mostrado su disposi-
ción a recurrirlas por vía conten-
cioso-administrativa. Barcelona
abrió el año pasado 74 expedien-
tes e impuso 27 multas a Endesa.
La eléctrica dice que se trata de
requerimientos de información y
que la única multa impuesta ha
sido recurrida. Barcelona no ha
cumplido con suultimátumdede-
jar de pagar a las empresas si no
colaboran. La Generalitat, por su
parte, hasta diciembre pasado ha-
bía abierto 125 expedientes san-
cionadores contra suministrado-
ras, 57 de los cuales ya están ce-
rrados. Ninguno se ha cobrado
porque todos están recurridos.
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Las eléctricas han
recurrido todas las
sanciones que les
han sido impuestas


